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TOPES JUBILATORIOS DEL ACTO INSTITUCIONAL N* 9 


Informe del señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 3 de mayo de 2006 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante José Luis Blasina. 
MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, José Di Paulo y Esteban Pérez. 


DELEGADO 

DE Señor Representante Alfredo Asti. 

SECTOR: 

INVITADOS: Contador Economista Carlos Viera, Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
(OPP). 


SEÑOR PRESIDENTE (Blasina).- Está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, economista 
Carlos Viera con motivo de una invitación que le hiciera esta Comisión acerca de un proyecto de ley que está 
estudiando la Comisión Sectorial, integrada por distintos Ministerios y por la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


Quiero señalar que la Comisión ya desde el período pasado -no con la misma conformación que en este- 
estaba vivamente interesada por ese proyecto. La invitación que no pudo concretarse anteriormente por 
motivos fácilmente entendibles, se realiza en el día de hoy. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Agradezco la invitación y es con 
mucho gusto que estoy participando en esta Comisión. 


Estoy aquí en el entendido de que formo parte del Gobierno a través de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, pero mi comparecencia tiene que ver con un organismo que se ha creado desde la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, que es una Comisión Sectorial de la Seguridad Social. 


Quería hacer esta precisión en primer término para informarles que esta Comisión tiene rango constitucional. 
En el artículo 230, los incisos tercero y cuarto dicen: "La Oficina de Planeamiento y Presupuesto se 
comunicará directamente con los Ministerios y Organismos Públicos para el cumplimiento de sus funciones.- 


Formará Comisiones Sectoriales en las que deberán estar representados los trabajadores y las empresas 
públicas y privadas". 


Es claro que este tipo de Comisiones sectoriales que funcionan en la órbita de la OPP son de carácter 
deliberativo, de intercambio de opiniones, de asesoramiento, y sus opiniones y resoluciones no tienen 
carácter vinculante. No obstante, entendemos que esta convocatoria tiene que ver con el interés de la 
Comisión de Seguridad Social de Diputados para que nosotros brindemos el cúmulo de informaciones que 
podemos tener en nuestro seno e intercambiemos con ustedes opiniones. 


Con respecto al tema que nos ocupa, quiero decirles que ha sido tratado en la Comisión en más de una 
oportunidad, por lo menos en tres sesiones, y que normalmente concitaba ciertas dudas. Para ello, hemos 
pedido informaciones al Banco de Previsión Social -que tengo en mi poder- y la Comisión ha entendido 
pertinente trasladarlas a esta Comisión. De manera que voy a dejar la carpeta con documentos emitidos por el 
Banco de Previsión Social, en los cuales se trata de dilucidar fundamentalmente dos aspectos. El primero de 
ellos refiere a una estimación del costo que implicaría aceptar la ley interpretativa que esta Comisión está 
tratando y que el Banco de Previsión Social -creo que estamos todos en conocimiento- ha hecho suyo en una 
resolución de enero del presente año. 


Ese costo, que inicialmente había sido estimado en US$ 12:500.000 anuales, según este informe estaría 
ubicado ahora en US$ 10:800.000. El ajuste tiene que ver con alguna modificación de la hipótesis de trabajo - 
que se había asumido en la interna del BPS-, según la cual todos aquellos que se habían acogido al beneficio 
jubilatorio podían haber accedido al tope máximo que podían tener en ese momento de acuerdo con la ley 
que se intenta modificar. Y no es así. Algunas personas superaban el tope que les fue asignado, de siete 
salarios mínimos o alguno más según el momento en que se jubilaron. Pero podían no estar llegando, por 
ejemplo, a ocho, nueve o diez salarios mínimos según el momento en que se jubilaron, de acuerdo con su 
asignación de jubilación. Como en la estimación inicial se había supuesto que llegaban a ese tope máximo, el 
Banco de Previsión Social la ajustó y nos aportó el documento correspondiente a ese costo. 


El documento del Banco de Previsión Social nos informa en qué estado se encuentran los juicios que han sido 
interpuestos por distintos interesados frente al tema que nos convoca. Al respecto quiero decir que se detallan 
diez juicios de los que se tiene información. La mayoría de ellos fueron denegados, es decir, la resolución 
judicial en segunda instancia ha sido denegatoria de la causa promovida. Quiere decir que en las actuaciones 
interpuestas siempre se ha fallado a favor de la defensa efectuada por el Banco de Previsión Social que, en 
algunos casos, tuvo que apelar porque en primera instancia algunas sentencias fueron acogidas. Ninguno de 
los diez casos que tenemos, en segunda instancia y luego de la apelación por parte del Tribunal de 
Apelaciones, fue fallado a favor. Esto se debió, en algunos casos, a los plazos establecidos en la ley y en otros 
al pronunciamiento sobre el fondo del asunto. Voy a dejar este documento para que sea incorporado al trabajo 
de la Comisión. 


En conclusión, debo manifestar que en la Comisión Sectorial de la Seguridad Social de la OPP todavía 
tenemos ciertas dudas acerca de este tema; aún no hemos tomado una posición en forma conjunta, si bien 
debo manifestar que la predominante es favorable a la iniciativa. No obstante, queremos decir que esta 
posición no resulta del análisis jurídico del tema, sino de razones de justicia o de conveniencia que 
encontramos pertinentes. Es decir que esa posición no obedece a eventuales consecuencias de los juicios que 
puedan estar realizándose contra la Administración, sino que fue asumida por entender que, 
independientemente de las acciones tomadas en ese plano, lo que importa es subsanar una situación. 


Por otra parte, entendemos necesario introducir también algún atenuante al impacto -bastante considerable- 
del costo que implicaría este tipo de medida. Reconocer estos derechos implicaría un costo importante desde 
el punto de vista fiscal, habida cuenta de que tenemos que ver el tema en su conjunto y tomar las demandas y 
los elementos que actualmente están sobre la mesa para resolver temas de seguridad social y, por lo tanto, 
establecer prioridades. Si bien consideramos que esto es conveniente y justo, puede haber otras demandas o 
planteos que también lo sean -sabemos que los hay- y que estén por ser tratados. Por lo tanto, entendemos 
que tendría que haber algún tipo de gradualidad en la entrada en vigencia de esta disposición reconociendo 
derechos, y que podría hacerse considerando varios criterios. Uno de ellos podría ser la edad de las personas 
beneficiadas; otro, por ejemplo, irlo resolviendo proporcionalmente por períodos.-. También se podría 
combinar una cosa con otra, o tomar en cuenta otros elementos que pueden entrar en consideración y que 
estamos estudiando. Esa es una de las causas por las cuales todavía no hemos tomado una posición final. 


Quisiera manifestar que quise comparecer ante esta Comisión a título de Presidente de la Comisión Sectorial 
de la Seguridad Social de la OPP, a cuenta de otra comparecencia mayor cuando tengamos totalmente 
examinado el problema y hayamos tomado una posición al respecto. Sin perjuicio de ello, me pareció 
oportuno intercambiar con ustedes las valoraciones que tenemos sobre el problema, a efectos de se vaya 
conformando una opinión en el seno de esta Comisión. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la deferencia del economista Carlos Viera por responder a la 
invitación de esta Comisión, aunque no pueda brindar -tal como acaba de manifestar- un 
pronunciamiento definitivo de la Comisión Sectorial sobre el tema que nos ocupa. 


Por otra parte, el economista Viera señala algunos aspectos relativos a un reestudio de los costos. Por lo tanto, 
quisiera hacer una pregunta -independientemente de que nos dejará el material y de que, seguramente, ese 
elemento constará allí- aparte de los costos establecidos y de que se entiende perfectamente bien el nuevo 
método de cálculo que hace que se rebaje la estimación inicial. Quisiera saber si hay una estimación de 
beneficiarios. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Entiendo que la hay. Según esta 
estimación serían 6.500 las pasividades involucradas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a las observaciones de carácter legal que hace el señor Director, si 
no entendí mal se refieren a los plazos. Quisiera, si fuera posible, que se hiciera una explicitación 
mayor sobre ese tema. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Para reducir el impacto fiscal, 
pensábamos que la cantidad de US$ 10:000.000 era una suma muy fuerte para el primer año, por lo 
que era conveniente ir llegando a ese costo gradualmente, es decir que se podría establecer una 
gradualidad en su entrada en vigencia, con algún criterio que no tenemos bien estudiado, por lo que no 
sería del caso adelantarlo en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En tercer lugar, hay alguna observación acerca de la facultad que, en este 
caso, entendemos debe tener el Poder Legislativo, de impulsar una norma interpretativa acerca del 
tema que nos ocupa. Creo que no hay observaciones de esa naturaleza. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- De nuestra parte, no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Digo esto porque es un aspecto que podría estar contenido entre las dudas 
existentes en la Comisión Sectorial. Como se desprende de todo lo que se manifestó antes, cuando la 
Comisión Sectorial culmine el estudio del tema y llegue a una posición, estaremos prestos a tomar 
conocimiento de la resolución en primera instancia. En base a lo que se haya elaborado, estudiaremos 
cómo se ubica el proyecto de ley que tenemos en la agenda frente a esa situación. Obviamente, no es del 
caso adelantarnos en esta instancia a nada que suponga una opinión sobre temas que, además, el señor 
Director de Planeamiento y Presupuesto, economista Viera, reconoce que todavía no se ha llegado a 
una idea final. 


Lo que me queda claro es el estado de situación, que se viene prolongando en el tiempo. Ese es un elemento 
que pesa mucho, sobre todo cuando estamos hablando de un universo de beneficiarios con un promedio de 
edad que no hace fácil plantear demoras en la aplicación de una iniciativa que, por otra parte, fue perseguida 
largamente en cuanto a la obtención de lo que se busca. 


Este comentario no va en desmedro de considerar que seguramente la Comisión Sectorial tiene la suficiente 
sensibilidad como para tener en cuenta estos aspectos como un factor más, pero que no deja de ser 
importante. No es lo mismo considerar este tipo de iniciativas para determinada franja etaria que para otra, 
pero estamos seguros de que ese elemento se está teniendo en cuenta en la Comisión Sectorial. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Pido disculpas a la Comisión y, en particular, al economista Viera, por 
mi tardanza que, obviamente, obedece a razones de fuerza mayor. 


Quiero formular dos o tres preguntas, pero como me perdí parte de las manifestaciones del señor Director de 
Planeamiento y Presupuesto, solicito a nuestro visitante que, en la medida en que ya hayan sido evacuadas, 
simplemente deje la constancia. En ese caso, luego las leeré en la versión taquigráfica. 


Voy a ahorrar preámbulos y consideraciones generales, puesto que en la Comisión hemos hecho referencia en 
forma reiterada a este tema, que nos tiene preocupados a todos y no de ahora sino desde hace muchos años y 
en particular al señor Presidente, que ha presentado proyectos de ley en ese sentido. Según tengo entendido, 
el proyecto que analiza la Oficina de Planeamiento y Presupuesto o el Poder Ejecutivo tiene su base en una 
iniciativa del señor Diputado Blasina. 


Las tres preguntas son las siguientes. La primera es si en la Comisión Sectorial que analiza el tema hay una 
cuantificación, un relevamiento de situaciones, de casos, de cantidad de beneficiarios eventuales que podrían 
quedar comprendidos en esta iniciativa o que, en todo caso, tienen legitimación activa desde el punto de vista 
del reclamo que entraña este anteproyecto. 


En segundo lugar, de lo que escuché de la intervención del señor Director me quedó la sensación de una 
especie de escalonamiento en cuanto al otorgamiento de los beneficios. Quisiera que se precisara ese 
concepto y si eso, en todo caso, implica que los beneficios o la reformulación de la situación jubilatoria de 
estos ciudadanos estaría sometida a una determinada gradualidad. Quiero despejar esa duda porque tal vez 
entendí mal. 


La tercera pregunta tiene que ver con los tiempos de las decisiones políticas, tanto del Poder Ejecutivo como 
del Parlamento. Quisiera, si es que no ha sido dicho ya, una aproximación desde el punto de vista de los 
plazos razonables -sabemos que los tiempos son tiranos- que maneja el Poder Ejecutivo para llegar a una u 
otra conclusión, a fin de poder tener definiciones en relación a este tema que a todos nos preocupa. Esto se 
resume en la necesidad de saber si hay alguna idea en cuanto a etapas, desde el punto de vista de las 
expectativas de esperar un proyecto de ley de parte del Poder Ejecutivo. Me refiero a si será este año, el 
próximo, en el primer semestre de este año o en el segundo, o si no hay idea. 


Formulo estas preguntas sin que, por supuesto, las respuestas a priori representen una valoración definitiva. 
El Poder Ejecutivo sabrá los tiempos que maneja y las razones por las cuales los maneja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, algunas de las preguntas ya fueron respondidas. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- En primer lugar, el Banco de 
Previsión Social tiene una cuantificación, y aquí estoy volcando información emanada del propio 
organismo. En principio serían algo más de 6.500 pasividades en esta situación, según un relevamiento 
efectuado a fines de diciembre. 


En cuanto al costo adicional anual para el Banco de Previsión Social, que significaría reconocer los derechos 
establecidos en la ley interpretativa, inicialmente se habían estimado en US$ 12:700.000. Ahora, en una 
nueva estimación que se ha realizado, que voy a dejar como documento para la Comisión, estaría situado en 
US$ 10:500.000 anuales. 


En lo que tiene que ver con los tiempos, nosotros decimos que estamos al borde de tener una decisión 
concreta, aunque no quisimos faltar a esta instancia. Nos parece que una postergación más conspiraría contra 
la idea de que esta es una ley que tiene que tratar de acelerarse al máximo, porque los beneficiarios son 
personas que, obviamente, en promedio deben estar por arriba de los 75 años de edad. De manera que 
entendemos que aunque existe un ambiente favorable, hay dudas acerca de si el impacto fiscal va a ser 
asimilable de golpe. Por lo tanto, queremos tomarnos un poquito más de tiempo para adoptar también una 
posición acerca de qué gradualidad fiscal podemos incorporar y con qué criterio. 


SEÑOR ASTI.- El señor Diputado Abdala partía de la base de que hubiera una iniciativa del Poder 
Ejecutivo, mientras creo que había quedado entendido en la exposición del Presidente y en la respuesta 


del Director de la OPP, que por vía de interpretación, la iniciativa estaría posiblemente en manos del 
Poder Legislativo, porque sería una ley interpretativa que solo el Poder Legislativo está en condiciones 
de hacer. O sea que no sería necesaria una iniciativa del Poder Ejecutivo, sino que a través de la vía 
interpretativa estaríamos encontrando solución al caso desde el punto de vista constitucional. 


SEÑOR ABDALA.- Es muy importante el dato que reitera el señor Diputado Asti. 


Está muy bien en términos de hacer referencia al aspecto jurídico formal. De cualquier manera, es evidente 
que en función de la realidad política imperante es necesario en esto -seguramente ello explica la presencia 
del señor economista Viera- si no la iniciativa formal, por lo menos el respaldo a cualquier iniciativa de parte 
del Poder Ejecutivo, que seguramente tendrá su correlato en las mayorías parlamentarias que se vayan a 
conformar. 


Quisiera dejar una constancia y hacer una última consulta. 


La constancia que quiero dejar es valorar la presencia del economista Viera en función de su investidura 
institucional. Creo que ni siquiera hubiera sido necesaria su presencia -por lo menos para nosotros-, porque 
habría sido satisfactorio contar con la concurrencia de la Comisión o de algunos de sus integrantes. Entonces, 
el hecho de que haya sido el propio Director de la OPP quien ha concurrido nos estimula, desde el punto de 
vista de que también es indicativo de una voluntad que yo desde la oposición quiero reconocer y valorar. 


La consulta final es una suerte de repregunta o de reiteración con relación a un aspecto que el economista 
contestó pero yo quisiera precisar en su alcance. El concepto de gradualidad fiscal, ¿tiene que ver con un 
eventual otorgamiento también gradual, actualización o escalonamiento de los beneficios, o en tal caso la 
alternativa sería la que estaba planteada desde el inicio, es decir, que en estos casos se produjese la aplicación 
de la ley vigente, de 1997, que nunca se aplicó ni cumplió "in totum", de una vez y para siempre? 


Me interesaría saber si el Poder Ejecutivo tiene definida esa diferencia conceptual o si la gradualidad fiscal 
precisamente estaría conduciéndonos a ese otorgamiento también gradual de los beneficios o de la aplicación 
de la ley, de sus contenidos en términos de períodos sucesivos. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Debo decir que sobre la idea que 
estamos manejando, la Comisión como tal no tiene posición tomada. En este caso, la comparecencia era 
con el fin de hacer un intercambio primario, a cuenta de uno mayor que podremos tener cuando 
adoptemos una posición definitiva. En esa oportunidad, también podrá comparecer en pleno el cuerpo 
ejecutivo de la Comisión 


Decía que la idea que estamos manejando es que un costo de algo más de US$ 10:000.000 anuales -que no es 
el único costo fiscal adicional que se tiene que afrontar- ingrese paulatinamente y que ese costo se tenga que 
afrontar plenamente al cabo de un cierto período de tiempo. No quiero arriesgar ninguna cifra; la idea es que 
en determinados años se vaya asumiendo el costo total y no al ingreso. Ese es el sentido de la gradualidad 
que nosotros estamos -reltero- manejando, intercambiando opiniones, tratando de buscarle alguna solución a 
un problema que es el impacto fiscal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo quería hacer un nuevo señalamiento sobre este último aspecto que se ha 
comentado. De cualquier manera, es una simple especulación, porque todavía no hay una decisión 
tomada y el propio Presidente de la OPP nos acaba de decir que se manejan distintas alternativas para 
la aplicación de ese concepto que él maneja como de gradualismo fiscal. Gradualismo de la erogación o 
del servicio a los beneficiarios, de lo que les corresponda. Yo creo que ahí está centrado el tema que 
planteamos al final de nuestra anterior intervención en cuanto a la influencia que tiene este tipo de 
problemas en una franja etaria muy especial. 


Digo solamente eso, y reitero que parto de la base de que este tema en particular se está considerando con la 
sensibilidad que sé que tienen todos y cada uno de los integrantes de la Comisión Sectorial, pero es un 
elemento muy importante, por el tiempo que hace que se está esperando por una solución de este tipo y lo 
que supondría una espera equis. No quiero decir más que esto, porque el economista Viera no lo dice, de 
manera que simplemente estoy estableciendo una hipótesis en cuanto a que de cualquier manera, los tiempos 


posteriores después de adoptada una posición, si es que en definitiva llegamos a esa instancia, no son iguales 
a los anteriores, aunque puedan medirse en años de manera similar. Los tiempos posteriores de una iniciativa 
de este tipo que está dirigida a una determinada franja etaria, son cualitativamente distintos a los tiempos 
anteriores. Es decir que el tiempo por venir es distinto al tiempo pasado. Conozco personalmente al señor 
economista Viera desde hace muchos años y sé que entre las virtudes que lo adornan está precisamente la 
sensibilidad social, por lo que sé que estos temas son delicados y deben manejarse en todos los ámbitos con 
mucha prudencia porque, naturalmente, el espíritu de todos quienes estamos aquí es que efectivamente los 
actuales -según se estima- seis mil quinientos beneficiarios efectivamente usufructúen -por las mayores 
expectativas de vida existentes- ese beneficio el mayor tiempo posible. Sé que estos temas son delicados, que 
deben manejarse con mucha prudencia en todos los ámbitos. Reitero: el espíritu de todos quienes estamos 
aquí es que los actuales 6.500 beneficiarios -según se estima- usufructúen ese beneficio el mayor tiempo 
posible, alentados por la mayor expectativa de vida que existe actualmente. Este es un problema no de esta 
franja etaria sino de quienes incursionamos en temas que afectan de una u otra manera ese sector de nuestra 
sociedad. Es un problema que tenemos casi permanentemente en la Comisión de Seguridad Social; aunque 
nos ocupamos de otros temas que no se refieren a esa franja etaria, los asuntos referidos a este sector de la 
sociedad tienen un matiz especial. 


Ya hemos conversado en la Comisión, en esta Legislatura y en la anterior, acerca de los temas a que he hecho 
referencia; de manera que no estoy improvisando o diciendo algo nuevo, sino que estoy recogiendo y 
sintetizando la opinión unánime de los legisladores de esta Comisión, tanto de esta Legislatura como de la 
anterior. 


Me sumo a las palabras del señor Diputado Pablo Abdala en cuanto a reconocer la gentileza del economista 
Viera, que sé que perfectamente podría haber esperado y no nos hubiéramos enojado si nos hubiera dicho que 
todavía les quedaba un tiempo para estudiar en la Comisión Sectorial. Entonces, reconozco la gentileza del 
economista Viera de visitarnos en el día de hoy y le quedamos muy agradecidos. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


